Oficio de Corte Suprema

Santiago, 23 de abril de 1993
Mediante Oficio N° 3696-92 el Sr. Presidente del Senado se ha servido remitir a este  Tribunal, junto con otros un  proyecto de ley, iniciativa de S. E. el Presidente de la República relativa a la composición, organización y atribuciones de la Corte Suprema, y a los recursos de queja y casación en el fondo.

En sesión del Tribunal Pleno, del día 14 del mes en curso, bajo la Presidencia del Ministro Sr. Marcos Áburto y con la asistencia de los Ministros señores Jordán, Zurita, Faúndec, Dávila, Beraud, Toro, Arsya, Perales, Yalenzuela, Aivarez, Bañados, Carrasco, Correa, Garrido y Hernández, se tornó conocimiento do tal proyecto, adoptándose los siguientes acuerdos con respecto a la composición de este Tribunal y a su régimen de trabajo, contenidos en el Código Orgánico de Tribunales:

Acoger la proposición que Codifica el articulo 53, (articulo 12 del proyecto), por la cual se declara que no procederán los recursos de casación en la forma ni en el fondo, en las causas que conozca en primera instancia el Presidente de la Corte Suprema.

Rechazar el incremento de Ministros de la Corte Suprema, propuesto como modificación del articulo 33, inciso primero (letra a)  del N°2 del articulo primero del proyecto.

Se funda este criterio adverso en que las restricciones previstas para la interposición del recurso de queja, que se aceptan, frenarán significativamente la multiplicidad de este tipo de impugnaciones, que representan el mayor porcentaje de ingresos de causas de esta Corte, con lo cual y en el entendido, como se expresará más adelante, que el recurso de casación en el fondo debe

SR. PRESIDENTE 

H. SENADO 

VALPARAISO

Mantener su fisonomía y substancia como un recurso de derecho estricto, a resguardo de alteraciones inorgánicas que lo desfiguran, esta Corte podrá sobrellevar sin problemas la carga ordinaria de labor que naturalmente debe corresponderie.

Por lo demás, se estima que una proliferación de Ministros resultarla negativa para el buen desenvolvimiento del Tribunal, por múltiples razones. Parece ostensible que las modalidades de su funcionamiento y su capacidad ejecutiva, como organismo colegiado, se resentirían al aumentar el número de sus miembros y, desde otro ángulo, no puede olvidarse que el espacio físico en el Palacio de los Tribunales se halla sobre-copado con las dimensiones que alcanzan los diferentes servicios y el número de personas que laboran en él.

Se previene que los Ministros Sres. Zurita, Dávila, Perales, Garrido y Hernández estimaron que en la situación actual de la Corte Suprema, esto es con el.' ámbito de competencia que materialmente tiene, no sólo es aconsejable el aumento del número de sus Ministros a 21, sino que ese aumento constituye una necesidad de suma urgencia. Para así concluirlo tienen en -cuenta los siguientes antecedentes:

a) El funcionamiento "ordinario" del Tribunal está dividido en tres Salas de por lo menos cinco Ministros cada una; no obstante, desde hace más de cinco anos, ininterrumpidamente, funciona "extraordinariamente" dividido en cuatro Balas de cuatro Ministros cada una más un abogado integrante, lo que evidencia que los requerimientos son de por lo menos esas cuatro Salas, y que esa es su normal forma de operar;

Que durante el último año, por falta de Ministros titulares, no pudo constituirse una de esas cuatro Salas en diversas oportunidades, que suman veinticuatro días. Si se toma en cuenta que dichas salas funcionan cuatro días a la semana, se puede concluir que durante más o menos seis semanas en el año no pudo constituirse una de esas cuatro Salas por falta de Ministros titulares, a causa de licencias por enfermedad, comisiones de servicio u otras razones;

b) Que a lo antes señalado debe agregarse que para que pudieran constituirse las referidas cuatro Salas durante el último año,   el señor Fiscal tuvo que integrarlas por

más de cincuenta veces, y normalmente debieron conformarse, ademán, con dos abogados integrantes;

d) Que si bien en el informe evacuado en el mes de agosto del año 1991 esta Corte cambió de parecer en relación al evacuado en el mes de enero del mismo año, porque se estimó que se estaba superando el atraso de causas con trabajos extraordinarios, es el hecho que con posterioridad, a pesar del celo y dedicación de los Sres. Ministros, se ha constatado que se ha vuelto a producir un notorio aumento del referido retardo. En efecto, al iniciar el año judicial habla más de 900 recursos de casación pendientes, y los de queja, para dar cuenta, alcanzaban un número superior a 1900, por otra parte existen más de 40 recursos de inaplicabilidad pendientes, lo que evidencia que será muy poco probable superar tai retardo, de manera próxima; y

e) Sin perjuicio de lo señalado, debe considerarse que por esas mismas razones, no se está en condiciones de que los Ministros visiten las distintas jurisdicciones y se informen de su funcionamiento, lo que es aconsejable para un mejor control de los órganos judiciales.

Se acepta parcialmente la modificación del inciso segundo de ese articulo 93, o sea sólo en cuanto a la no reelección del Presidente porque como ya se expreso en una oportunidad anterior, el pensamiento del Tribunal ha sido desde hace tiempo mantener el plazo de tres años -y de consiguiente no aumentarlo a cinco años como duración del periodo de la Presidencia, armonizando con ello la tendencia que se observa actualmente en el ámbito institucional y dado que dicho lapso es suficiente para que desde esa posición el titular pueda llevar adelante cualquiera política benéfica.

La innovación de que no podrá ser reelegido es adecuada teniendo en cuenta lo que acaba de decirse y la circunstancia de  que un lapso mayor resulta demasiado gravoso, generalmente para Magistrados de larga trayectoria (letra b) del N° 22 del articulo primero del proyecto).

Resulta muy adecuado el concurso de otros tíos Relatores titulares, como lo plantea la modificación que prevé, del inciso cuarto de ese mismo articulo 93(letra c)  del N° 22
del articulo primero del proyecto).

No se comparte el criterio de substituir los artículos 95, 98 y 101 destinados a transformar radicalmente el régimen y funcionamiento de la Corte Suprema implantando un sistema de Calas especializadas, que se mantendrán por periodos de cinco anos, sobre la base de 21 Ministros distribuidos por el Presidente en ellas, "respetando en lo posible las capacidades y preferencias de todos ellos", al decir del proyecto, ello sin perjuicio de lo que se señala a continuación.

Por ser factible y porque con ello podría lograrse el objetivo que se pretende con las Salas especializadas, esta Corte propone flexibilizar el mecanismo contemplado en los artículos 98 a 101, en el sentido de entregar al Presidente del Tribunal, con la anuencia del Pleno, la función de distribuir la labor entre las diversas salas, asignando a alguna o algunas de ellas el conocimiento exclusivo de determinadas materias, sean civiles, penales, tributarias u otras, por los periodos que se estimen necesarios, de acuerdo a los requerimientos del Servicio (números 3,   5 y 6 del artículo Primero del proyecto).

Esta modalidad permitiría enfrentar con más efectividad las diversas alternativas que presenta la realidad -permanentemente cambiante- del quehacer diario de este tribunal, y se evitarla la posibilidad de que algunas Salas quedaran sobrecargadas de trabajo y no así otras, como ostensiblemente sucederá con las modificaciones del proyecto de ley comentado.

La especialización de la labor jurisdiccional puede que se avenga con la naturaleza de las funciones propias de los tribunales del fondo, sean de primera o de segunda instancia, pero ofrece serias reservas en relación con las-responsabilidades que corresponden a la Corte Suprema, pues se correría el peligro de desnaturalizar su rol tutelar. En efecto, ello podría conducir a una cierta mecánica interpretativa que, aún cuando estimularía la celeridad en el desarrollo de la actividad judicial, podría llevar a mantener una visión parcializada y rígida del ordenamiento jurídico, al circunscribir a algunos de sus miembros, de manera permanente y prolongada, a un área especifica sin interrelacionaría con las restantes. Esta situación, en el caso de la Corte Suprema, encargada de  orientar la  función  judicial  nacional a través de sus fallos,  podría resultar anómala.

El conocimiento y trato diario de las diversas ramas del Derecho Positivo, desde distintas perspectivas, afina y enriquece el criterio del exégeta, obligándolo a no abandonar su noción unitaria y final, así como los requerimientos y aspiraciones sociales de la nación. El sentenciador debe adaptar sus decisiones, hasta donde lo permiten las regias de la hermenéutica, a esos principios unificadores.

Ninguna de las ramas del derecho es tan autónoma como para prescindir de las instituciones que son connaturales a otra. Esto refuerza la conveniencia de que tanto el recurso de casación en el fondo como los demás asuntos que conciernen a la Corte Suprema, en cuanto a su papel rector, queden entregados a jueces con una visión, lo más amplia posible, acerca del negocio jurídico, sobre la base de la experiencia múltiple que se viene comentando.

Se rechaza la modificación del articulo 96 N° 2 1 por la cual se excluyen del conocimiento de la Corte Suprema: "las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia que no correspondan al Senado", porque al modificarse ese precepto, se quedaría sin un tribunal que resolviera tales situaciones y es esta Corte el naturalmente adecuado al efecto.

En cuanto a las modificaciones a los artículos 545, 548 y 549 del  Código Orgánico de tribunales.

Esta Corte Suprema está de acuerdo y comparte el espíritu que anima el proyecto, en cuanto por las modificaciones de esos preceptos se persigue restringir drásticamente la procedencia del recurso de queja, dado que en razón de su estructura actual es interpuesta indiscriminadamente respecto de cualquier resolución, aún cuando existan o procedan en contra de ellas los demás recursos ordinarios o extraordinarios establecidos expresamente en el ordenamiento jurídico para ese fin.

Tai situación ha venido a desbordar la labor jurisdiccional de los Tribunales Superiores, particularmente de esta Corte, por cuanto ha generado una verdadera tercera instancia, postergando la vigencia del recurso de casación de fondo, cuyo conocimiento por su naturaleza y finalidad es de la esencia de la función mas propia de este Tribunal, como cautelador de la recta y genuina aplicación de la ley.

Lo expuesto queda en evidencia si se tiene presente que en los años 1990, 1991 y 1992, la Corte Suprema falló 2712, 2135 y 2335 recursos de queja, de un ingreso promedio de alrededor de cuatro mil recursos. En cambio en esos mismos años sólo logró fallar 530, 454 y 657 recursos de casación en el fondo, respectivamente, de un ingreso promedio de aproximadamente mil cien recursos.

En consecuencia, al delinear el recurso de queja como mecanismo para impugnar ciertas faltas o abusos en que se hubiere incurrido en la dictación de los fallos, el gran volumen de los recursos actualmente existentes bajarla en forma ostensible, lo que permitiría racionalizar el funcionamiento de esta Corte en beneficio de una mejor y más expedita administración de justicia.

Respecto de las modificaciones en particular se informa lo siguiente:

ARTICULO 545:

Se comparte la modificación al inciso primero de este precepto, puesto que para la finalidad que se persigue, no corresponde que el recurso proceda para la corrección "de cualquier falta o abuso",   de modo que debe eliminarse esta expresión.

No obstante, no considera este Tribunal que el conocimiento de este recurso sólo proceda respecto de "las faltas o abusos de gravedad extrema", por lo que sugiere reemplazarla por esta otra:   "las faltas o abusos graves".

En consecuencia, se acepta la modificación pero se propone para el inciso primero de este artículo la siguiente redacción:

Articulo 545: "los Tribunales Superiores de justicia conocerán de los recursos de queja que las partes agraviadas interpusieren para la corrección de las faltas o abusos graves que los funcionarios judiciales cometieren en la dictación de sus resoluciones".

Se previene que los Ministros Sres. Jordán, Araya, Valenzuela y Garrido, estuvieron por aceptar la modificación al referido artículo en la forma propuesta en el proyecto pero suprimiendo si vocablo "falta" y la conjunción "o" que le sigue. En consecuencia, y en atención a la naturaleza disciplinaria de este recurso, fueron de parecer de que sólo debe proceder respecto de abusos de extrema gravedad en que se incurriere en la dictación de-determinadas resoluciones judiciales.

ARTICULO 548:

No se está de acuerdo con la derogación de esta disposición, que no ha ofrecido ninguna dificultad en su aplicación, de manera que es parecer de esta Corte que debe conservarse, sin perjuicio de que se considera posible perfeccionar el inciso primero del precepto, a fin de dejarlo en armonía con la modificación que se propone con el nuevo inciso sexto que se desea introducir al artículo 549. En efecto, el conocimiento en general en cuenta del recurso de queja, posibilita racionalizar la función propia de esta Corte, sin perjuicio de que cuando se estime necesario o conveniente, se decida oír a los abogados involucrados en el recurso, en cuyo caso se deberá traer en relación.

Por consiguiente se sugiere la siguiente redacción al actual inciso primero de este artículo:

Artículo 548: "Los recursos de queja se verán en cuenta, fuera de las horas ordinarias de audiencia, salvo que el tribunal de oficio o a petición de parte considere necesario oír a los abogados, en cuyo caso dispondrá traerlos en relación. Esta resolución deberá notificarse por cédula a la contraparte respectiva que no ce haya apersonado al recurso".

Asimismo, para armonizar la iniciativa de modificación contenida en el nuevo inciso séptimo que propone el proyecto al artículo 549, bastaría modificar el inciso segundo del actual articulo 548 en el siguiente sentido: sustituir la frase final que dice "y podrá disponer que se dé cuenta al tribunal Pleno de los antecedentes para los efectos disciplinarios que correspondan", por esta otra: "y deberá ordenar que se dé cuenta al Tribunal Pleno de los antecedentes para los efectos de aplicar las medidas disciplinarias que procedan, atendida la naturaleza de las faltas o abusos, la que no podrá ser inferior a amonestación privada".

En razón de lo que se acaba de informar resultarla innecesario introducir a este artículo los incisos sexto y séptimo nuevos que se proponen.

En cambio se comparte, por cierto, el inciso nuevo que propone el proyecto, por el que definitivamente se establece que el recurso de queja sólo procederá cuando no exista o no proceda otro recurso en contra de la resolución que se desea impugnar por supuesta falta o abuso grave.

í-lo obstante, por razón de técnica orgánica esta Corte sugiere que esta modificación podría formar parte del artículo 545,' como nuevo inciso segundo, para cuya redacción se prepone la que sigue; "El recurso de queja sólo procederá cuando no exista o no proceda otro recurso que permita subsanar la resolución que se estima dictada con falta o abuso", En reemplazo del siguiente inciso nuevo que se propone, como final, para el articulo 549, se acordó sustituirlo por el siguiente: "Formulada petición para que1 se conceda orden de no innovar el Presidente del tribunal designará la Sala que deba decidir sobre este punto y a esta misma le corresponderá dictar el fallo sobre el fondo del recurso".

Codificaciones del recurso de casación en el fondo (artículos 767.. 772, 778, 787, 801, 302, 808, 809 v 812 del Código de Procedimiento Civil).

Esta Corte se ve en la obligación de reiterar los argumentos que expresara en el informe de agosto de 1991, 0053S4, contrarios a modificar, en la forma que se propone, las disposiciones que rigen actualmente el aludido recurso. Y ello, no con miras a mantener una posición intransigente, sino porque las modificaciones en cuestión crean, en el hecho, una tercera instancia, vía que hará llegar a este Tribunal prácticamente la generalidad de las causas conocidas por las Cortes de Apelaciones de todo Chile.

El mal que se pretende evitar con la limitación y restricción del recurso de queja, se verá agravado en extremo con el de casación cuya naturaleza implícitamente se desnaturaliza. Para una mejor comprensión de lo expresado es útil recordar algunos principios fundamentales propios del actual sistema procesal:

El principio general de doble instancia, consagrado en todas las naciones, en el país está plenamente establecido y garantizado con el recurso de apelación, jueces letrados unipersonales de primera instancia y tribunales colegiados de segunda instancia, integrados también por letrados las Cortes de Apelaciones, que revisan por vía de la consulta o de la apelación buena parte de las sentencias dictadas por aquéllos, con facultad no; sólo para analizar la aplicación de la ley, sino que además, la apreciación y valoración de los hechos.

En las últimas reformas procesales, particularmente las introducidas en el año 1389, por las. leyes U9.S  18.857 y 18.969, entre otras, se adoptaron atinadas medidas para impedir el abuso del recurso de apelación y facilitar la consulta, al obligar al apelante a fundamentar su recurso y a hacer" peticiones concretas en el mismo, como al permitir conocer en cuenta las \sentencias en consulta. Los resultados de tales medidas han sido positivos. De consiguiente, el ordenamiento jurídico nacional cumple; en ese aspecto con el principio de la doble instancia, el del debido proceso y garantiza el principio de la legalidad con jueces y abogados que resuelven en derecho.

De consiguiente, el recurso de casación acertadamente. El legislador lo estableció con carácter de extraordinario, cuyo conocimiento entregó en principio, a la Corte Suprema. Su finalidad es mantener la legalidad revisando -no los hechos- sino el derecho, en particular tratándose del recurso de casación en el fondo.- Por ello impuso diversas solemnidades y requisitos para deducirlo, con el objetivo de que se plantee cuando j¡ realmente se ha infringido una ley y ello ha tenido influencia en lo sustancial ce la decisión, pues los sentenciadores de las instancias son letrados. Por igual razón se responsabiliza de sus costas al abogado que lo patrocina; es este profesional el que debe indicar a la parte que asesora si hay o no fundamento real para deducirlo. El particular no sabe derecho y normalmente desconoce la existencia y naturaleza de esta visión de revisión procesal, como tampoco se cabe  emplear como un mero medio dilatorio o para mantener indebidamente un litigio sin destino.

La sentencia en contra de la cual ce recurre de casación es consecuencia de un análisis realizado por jueces letrados, que es revisado a su vez por no menos de otros tres letrados en las Cortes de Apelaciones. De modo que el error en materia de derecho es excepcional y quien lo deduce debe tener plena conciencia del paso que da al impugnar una sentencia de segunda instancia dictada por jueces profesionales. Esta excepcionalidad impone al tribunal de casación la obligación de dictar una resolución razonada y compleja en su estructura, tanto para acogerlo como para denegarlo.

Ho obstante lo señalado, los Códigos de Procedimiento, si bien son estrictos en cuanto a las exigencias que consagran para interponer el recurso, al mismo tiempo confieren facultad al tribunal para invalidar de oficio una sentencia (artículo 776 y 765 del Código de Procedimiento Civil, 535 y 544 del Código de Procedimiento Penal), aún en el caso de que no cumpla con las condiciones mínimas requeridas, medida que esta Corte adopta cuando la situación lo amerita. Además, el actual articulo 781 inciso segundo-de! Código de Procedimiento Civil impide declarar .en cuenta inadmisible un recurso por "no haberse mencionado todas las leyes que se suponen infringidas o haberse hecho esto con error", lo que debe resolverse en la sentencia de casación, de modo que ya se ha liberalizado suficientemente su formalismo.

Sucede que existe una equivocada práctica profesional, con respaldo en un mal entendido celo, que ha impuesto la modalidad de que deben emplearse "todos" los recursos-para lograr la revisión por esta Corte Suprema, de casi la generalidad de las sentencias de los tribunales de segunda instancia del país, dando lugar a la interposición de recursos de casación en un número indiscriminado, generalmente sin una clara justificación y pretendiendo, a través del mismo, obtener una nueva revisión -no del derecho- sino de la prueba rendida o de los hechos; esta posición de los litigantes demora en extreme el momento en que una sentencia alcanza el estado de firme y, al mismo tiempo, recarga inútilmente la actividad judicial.

Las modificaciones propuestas aparecen dirigidas precisamente a agravar esta mal entendida y anómala modalidad del ejercicio profesional.

Un efecto, se amplía el ámbito de las resoluciones susceptibles de ser recurridas, pues conforme al nuevo inciso final del artículo 767 del Código de Procedimiento Civil, pueden serios los negocios no susceptibles de apreciación pecuniaria, cuando en ellos no se ha determinado la cuantía, que pasan a considerarse que exceden de 15 Unidades Tributarias Mensuales.

Se liberaliza la posibilidad su interposición al eliminar la consignación como condición previa a su deducción, establecida por los actuales artículos 797 y 801, lo que sucederá al modificarse los artículos 797, 801 y 802. Tampoco se requerirá ser preciso y correcto en señalar la ley o leyes infringidas, ni la forma como se cometió la infracción o como ésta influyó en lo dispositivo de la resolución, pues de acuerdo con el nuevo artículo 772 inciso primero, ello no habilitará para declararlo inadmisible.

Se desnaturaliza la casación en el fondo, al agregar el artículo 772 en su nueva redacción, que se pueden "'consignar los motivos de justicia, en que el recurrente funde su impugnación.

Se modifica el artículo 737 liberando al abogado patrocinante del recurso, sea de forma o de fondo, de toda responsabilidad al deducirlo, pues no será condenado en costas solidariamente con el litigante si se declara inadmisible o se le rechaza.

Se obscurece, con el nuevo articulo 7S7 inciso primero, el concepto de infracción de ley al hacer referencia a la "contravención formal",   noción ambigua y equívoca.

Con las modificaciones que se pretende incorporar, en el hecho se transformará la casación en un instituto similar en sus consecuencias al actual recurso de queja; de modo que al restringir éste como positivamente se plantea en el proyecto no se mejorará la función de esta Corte. Al contrario, se agravará, porque  se facilita la proliferación y uso indiscriminado de la casación, que  estará  sujeta a una ritualidad  que no condice con su nueva modalidad (colocación en tabla, alegatos hasta dos horas etc.. Seguramente se va a constituir en el más efectivo medio dilatorio, pues el cumplimiento de la sentencia, mientras esté pendiente el recurso, importará siempre un serio riesgo para los afectados.

Lo señalado hace que esta Corte reitere su opinión sobre la inconveniencia de las modificaciones que respecto del referido recurso se proponen en el proyecto, corno también de la eliminación de la consignación previa en el recurso de revisión.

Lo que se deja dicho acerca del recurso de casación en el fondo no significa que esta Corte lo considere intangible y que sea impermeable a cualquiera iniciativa que razonablemente se plantee, siempre que no desfigure su esencia.

Finalmente, esta Corte cree pertinente sugerir la conveniencia de considerar en su conjunto, de una manera integral, todos los proyectos de ley que giran en torno al Poder Judicial, cuya administración debe analizarse desde una perspectiva estructural a fin de asignar orgánica y racionalmente el quehacer o competencia de los órganos jurisdiccionales que lo integran Es la gran politice sobre la materia la que resulta indispensable continuar elaborando y que permitirá definir parte, sino todas, las prioridades y bondades de los cambios que se proponen, Pareciera ser indispensable, considerar sistemáticamente y en su conjunto las materias referidas,- antes de entrar al análisis y resolución sobre la organización, composición y atribuciones de la Corte Suprema, cúspide de la estructura del Poder-Judicial, porque todo será distinto si se persiste en el proyecto actual que si se decide uno diverso. Conforme a lo que estima esta Corte, se deberla reducir su competencia a los problemas y controversias de mayor relevancia jurídica, a los de jerarquía superior o de rango constitucional y a otros similares, a través de recursos de carácter extraordinario, con exigencias formales y con responsabilidad profesional, todo sin perjuicio de sus facultades para obrar de oficio. Debe evitarse que la Corte Suprema se transforme, de hecho, en un tribunal de tercera instancia y terminal natural de cualquier litigio, al que se podría acceder fácilmente con recursos de casación abiertos a todos los casos, cuya interposición sería menos-rigurosa y formal que las de un recurso de apelación.

Al contrario, es urgente cimentar las facultades de los tribunales de primera y segunda instancia, previa revisión de su competencia y de sus estructuras, incentivándose la política que se ha seguido para el mejoramiento de su organización tanto en los aspectos profesionales como técnico materiales, para aumentar  la eficacia de sus funciones.

Se hace imperioso continuar los esfuerzos hasta ahora realizados de aumentar, significativamente, el presupuesto destinado al Poder Judicial, de manera que se pueda concretar, en el menor tiempo posible, la creación de los tribunales necesarios para superar la situación que actualmente se enfrenta de acelerado recargo de trabajo. Debe proveerse también al eficaz perfeccionamiento y calificación de los jueces, estableciéndose los sistemas adecuados al efecto.

Se previene que el Ministro Sr. Jordán no comparte los argumentos que se expresan al analizar las reformas-propuestas de modificaciones a la integración y funcionamiento de esta Corte, que comienza con las palabras " y desde otro ángulo y termina con "y el número de personas que laboran en él Pág. 2). Tampoco comparte, respecte de las observaciones sobre el recurso de casación, las que se contienen en el párrafo que se inicia con las expresiones "Para una mejor comprensión de lo expresado." y termina con "con jueces y abogados que resuelven en derecho" (págs. 8 y 9). Otro tanto- sucede, en los párrafos finales, con lo que se dice en el apartado que se inicia con la frase, "Es la gran política sobre la materia, y termina con y bondades de los cambios que se proponen (Pág. 12)
